Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad 

Revisión de Costa Rica

2 y 3  de Abril de 2014, 11 va sesión

El Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha realizado la revisión del Informe Inicial de Costa Rica y mantenido un diálogo interactivo con la delegación costarricense los días 2 y 3 de Abril de 2013
.

La delegación del Gobierno de Costa Rica estuvo compuesta por:

Jefe de Delegación

· Manuel B. Dengo, Embajador, Representante Permanente

Jefe de Delegación Alterno
· Christian Guillermet-Fernandez, Embajador, Representante Permanente Alterno

Delegados
· Francisco Rodriguez Gutiérrez, Presidente del Consejo Directivo del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE)

· Francisco Azofeifa Murillo, Asesor Legal del CNREE

· Norman Lizano, Ministro Consejero

· Damaris Solano Murillo, Representante de la sociedad civil en el CNREE

· Ronny Camacho Mondragón

· Johanna Herrera Jimenéz 

Comentarios iniciales

Jefe de Delegación Alterno, Embajador Christian Guillermet-Fernández

El Embajador Guillermet-Fernandez informó que Costa Rica estuvo presente desde la concepción de la Convención y que celebraba la realización de este dialogo constructivo y transparente con el Comité. Además, reconoció que si bien Costa Rica a avanzado en materia de discapacidad, aún le falta mucho y hay desafíos a enfrentar. También afirmó que se aceptaran las recomendaciones a fin de mejorar las políticas públicas. Por último, aseguró la voluntad política de trabajar en coordinación con todas las partes interesadas, y paso a presentar al resto de la delegación. 

Francisco Rodriguez Gutiérrez, Presidente del Consejo Directivo del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE)

El Presidente del CNREE informó que Costa Rica reconoce los derechos de las personas con discapacidad y destacó que fue de los primeros Estados en ratificar la Convención. El 29 de Mayo de 1996, Costa Rica adoptó la ley 7600 para la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. A partir de ahí, se empezó a crear normativa. Según el Presidente del CNREE, el país pasó de estar en un modelo rehabilitador a entender lo que es el modelo de derechos humanos de la discapacidad.

En el año 2001, el CNREE adoptó la Directriz Presidencial 27 (con una vigencia de 10 años) relacionada con las instituciones de salud y vinculada a una dimensión más social e incluyente de las personas con discapacidad. 

Debido a una interpretación de la Procuraduría de la Nación, el CNREE ha sido designado «ente rector» en materia de discapacidad. Sin embargo, este órgano no cuenta con la estructura suficiente y aún se enfoca en un modelo rehabilitador. 

En 2010 el CNREE publicó su primer informe, donde reconoce la importancia de tomar en cuenta a las personas con discapacidad, a quienes se ha favorecido su participación activa. Además, se han realizado talleres de concientización durante un plazo de 6 meses. 

Según el propio funcionario, a partir de la ratificación de la CDPD en 2008, los distintos órganos del Estado han comenzado a hacer su labor, aunque quizás no como sería deseable. El órgano legislativo, aún a pesar de su difícil composición, ha realizado distintas iniciativas:

- Reforma del Código Municipal en 2009, que crea las comisiones municipales que van a trabajar el tema de las personas con discapacidad a nivel local y que obligan a las autoridades locales al cumplimiento de la normativa en materia de discapacidad.  

- Ley del Porcentaje: 5% de empleo para las personas con discapacidad. Es importante considerar que el 55% de la población con discapacidad se encuentra por debajo de la línea de la pobreza.

- Ley de las CIAD (2013), que crea comisiones a cargo de las cuestiones institucionales relacionadas con las personas con discapacidad. 

El presidente del CNREE señaló que, actualmente, hay varias propuestas realizadas para mejorar la ley 7600. 

Por otra parte, indicó que se crearon las PONADIS (Políticas Nacionales de Discapacidad), con vigencia de 2011 a 2021, buscando crear un marco político para que los distintos gobiernos puedan desarrollar la temática de los derechos de las personas con discapacidad. 

De acuerdo con el Presidente del CNREE, a partir de 2014, se viene un cambio importante, ya que habrá un cambio de gobierno, que regirá 4 años. Resaltó además que se requiere que se fortalezca al CNREE para que vaya en el sentido del modelo de derechos humanos. Además, destacó el desafío de transversalizar la temática de discapacidad. 

Además, el Presidente del CNREE, informó que el Estado de Costa Rica ve la necesidad de fomentar la participación de la sociedad civil en la temática de discapacidad y informa que muchas políticas públicas han sido motorizadas por personas con discapacidad.

Silvia Quan-Chang, Relatora del Comité para el Estado de Costa Rica

La relatora del país presentó sus saludos a la delegación del Estado y de la sociedad civil del país, y mencionó las elecciones presidenciales que tendrán lugar el próximo domingo.

Ella destacó las cuestiones que considera más importantes, a saber:

· Necesidad de eliminar el uso de terminología peyorativa e inadecuada en referencia a las personas con discapacidad, en particular discapacidad física.

· Importancia de que Costa Rica adopte legislación que prohíba expresamente la discriminación por motivos de discapacidad en todos los ámbitos, incluyendo la denegación de ajustes razonables como forma de discriminación por motivos de discapacidad.

· Celebró la existencia de una iniciativa legal (proyecto de ley) en materia de autonomía personal. No obstante, señalo que el Código Civil establece el procedimiento para la declaración de la incapacidad legal, que repercute a su vez en el ejercicio del derecho al voto, que le fuera ya privado a muchas personas a través de dicho procedimiento. La Relatora informó que al Comité le preocupa que haya personas con discapacidad a las que se les deniega el derecho al voto, como demuestra el caso de los hermanos Villalta. Al respecto, la Relatora destacó que al Comité le interesa saber cuál es la cantidad de personas con discapacidad intelectual privadas del derecho al voto. 

· Conocer cuáles son las medidas de accesibilidad en el ejercicio del derecho al voto implementadas, en particular en el proceso electoral próximo. 

· Conocer a través de qué medidas se ha asegurado que las personas con discapacidad cuenten con su documento de identidad, desde su nacimiento, en particular en zonas rurales o remotas; así como para las personas migrantes con discapacidad y otros.

· Preocupa al Comité la situación de las mujeres, niños y niñas, afro descendientes e indígenas con discapacidad. En particular, preocupan al Comité las informaciones recibidas sobre mujeres sujetas a la trata de personas, abuso y violencia, y sobre mujeres con discapacidad privadas de su maternidad. 

· La práctica de esterilización forzada de mujeres y niñas, especialmente las residentes en instituciones.

· El Estado no ha brindado información relativa a niños y niñas con discapacidad en estado de abandono, víctimas de maltrato o en condición de mendicidad, personas sordo ciegas e indígenas. 

· Hace falta también información sobre las personas con discapacidad psicosocial que se encuentran en instituciones como consecuencia de declaraciones de inimputabilidad, sobre las condiciones de su detención y la existencia de casos de violencia y/o maltrato.

· Con relación a la protección contra la tortura, el Comité lamenta que la propuesta de Ley  17777 sobre investigación biomédica haya sido parcialmente aprobada, toda vez que esa ley acepta que las personas con discapacidad mental sean utilizadas para la investigación sin su consentimiento informado.

· Hace falta ampliar la información sobre aquellos que se encuentran privados de su libertad en hospitales.

· El Comité reconoce los esfuerzos que ha realizado el Estado Parte, especialmente los del CENAREC en materia de educación inclusiva. Sin embargo, en Costa Rica aún se adopta el modelo de la educación especial y los profesores y maestros se forman en este ultimo. Es preciso que el Estado brinde información más detallada sobre la cantidad de personas escolarizadas en uno y otro sistema educativo (regular y especial).

· Aunque el Comité nota las medidas de apoyo económico (bonos de vivienda y subsidios) a personas con discapacidad, se preocupa que estas medidas sean meramente asistenciales y no tengan presente otras cargas económicas de la discapacidad. El Comité pide que se brinde información sobre medidas de inclusión. 

· Con relación al Artículo 33 de la Convención, al Comité le preocupa que no haya establecido un punto focal de discapacidad ni se provean de recursos suficientes a la Defensoría de los Habitantes. Con relación al Artículo 33 (2), al Comité le preocupa que no se haya creado un órgano independiente de monitoreo.

Para concluir, la Relatora expresó que el Comité observa que no se ha hecho efectiva la obligación de garantizar la participación de personas con discapacidad en la adopción de políticas públicas en materia de discapacidad, según el Artículo 4 de la Convención.

PREGUNTAS DEL COMITÉ - Artículos 1 al 10

Ronald McCallum 

El Experto McCallum señalo que el Artículo 5 requiere que los Estados adopten leyes que prohíban la discriminación y que el Estado asegure la adopción de ajustes razonables. Observó además que el propio Estado informó que la ley no incluye el concepto de ajustes razonables y su denegación como una forma de discriminación en razón de la discapacidad. Finalmente, requirió al Estado mayor detalle sobre cuándo va a actualizar y extender el alcance de la ley antidiscriminatoria en concordancia con la Convención.

Carlos Ríos Espinosa
El Experto señaló, en relación al Artículo 4, pueden observarse políticas publicas y programas que no son específicos a las personas con discapacidad y que buscan evitar el fenómeno de ghettización de la política de discapacidad y consecuente segregación de las personas con discapacidad. ¿Piensan Uds. que este es el caso en Costa Rica? Y en particular, ¿es el caso del programa público dirigido a la niñez ?

Preguntó además, en relación al Artículo 7, si es que se encuentra transversalizada la temática de discapacidad en las políticas frente a la violencia contra la mujer, especialmente en la ley de violencia domestica. Observó que la nueva Ley sobre Violencia Doméstica no contiene referencias a las mujeres con discapacidad. Además, refirió que los albergues para víctimas de violencia domestica no son accesibles/adecuados a las mujeres con discapacidad.

Damjan Tatic 

En relación al Artículo 4, y considerando que a través del territorio del Estado los órganos locales que no están adecuadamente implementando la Convención, el Experto realizó las siguientes preguntas: ¿cómo están implementando políticas respecto de las personas con discapacidad las Comisiones Municipales y las autoridades públicas en general? Y en particular, ¿cuáles son las competencias de dichas comisiones, incluso a fin de remediar las violaciones a los derechos de las personas con discapacidad? Por último, requirió información concreta sobre su labor en materia de accesibilidad y sobre las sanciones adoptadas en razón del incumplimiento de estándares de accesibilidad.

Theresia Degener
Con relación al Artículo 6, la Experta señaló que, si bien las Organizaciones de la Sociedad Civil han incluso mencionado casos de esterilización forzada, el Estado no ha referido ningún plan dirigido a enfrentar la múltiple discriminación infligido a las mujeres con discapacidad. 

Por otra parte, con relación al Artículo 7, preguntó lo siguiente: ¿es que han implementado la recomendación realizada en 2011 por el Comité de los Derechos del Niño sobre la educación inclusiva de las personas con discapacidad? Además del Instituto Nacional para la Educación Inclusiva, ¿ha habido otras medidas para implementar un sistema de educación inclusivo, en particular con relación a la capacitación y a la accesibilidad necesarias?

Diane Mulligan
Como observación preliminar, la experta observó con preocupación la falta de presencia ministerial en la delegación del Estado.

Seguidamente, preguntó sobre las medidas adoptadas por el Estado parte para proteger a la población indígena con discapacidad.
Con relación al Artículo 6, la Experta consultó sobre la existencia de medidas que se estén adoptando para abordar la problemática de la violencia doméstica contra las mujeres con discapacidad.

Tras observar que en el Examen Periódico Universal (EPU), Costa Rica recibió la recomendación de modificar su Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad con relación a la percepción de la discapacidad, la Experta requirió información sobre sobre el cumplimiento de dicha recomendación y actualizar los datos de su cumplimiento.

Por último, con relación al Articulo 9, la Experta consultó al Estado sobre la existencia de planes para aumentar los recursos disponibles destinados a garantizar la accesibilidad para todas las personas con discapacidad.

Ana Peláez
Como observación preliminar, la Experta expresó su adhesión al comentario de su colega  Diane MULLIGAN, referente a la falta de presencia de las autoridades del Estado implicadas en la implementación de la Convención.

Además, expresó su preocupación por la falta de mención sobre la discriminación múltiple en los informes presentados por el Estado. Tampoco se considera la situación de las mujeres con discapacidad.

A continuación, señaló que La Ley de Migración y Extranjería exige, en su Artículo 79, que la persona que quiere obtener la residencia permanente debe demostrar detener mas recursos en caso que tenga una persona con discapacidad en el grupo familiar, lo que resulta una discriminación directa en relación a las personas con discapacidad.

Con relación al Artículo 6, a pesar de que la política nacional de discapacidad 2011-2021 tiene un foco en genero, no resulta claro qué medidas son planificadas a fin de mejorar la situación de las mujeres y niñas con discapacidad. En tal sentido, realizó las dos siguientes preguntas: ¿de qué manera las políticas nacionales del país están tomando en consideración a las mujeres con discapacidad, en especial, para la participación de dicho grupo en el diseño de esas políticas? ¿Cómo es que la Asamblea del Instituto Nacional de Mujeres toma en cuanta a las mujeres con discapacidad?

Con relación al Articulo 7, la Experta realizó las siguientes consultas: ¿Cómo es que el Patronato Nacional de la Infancia se está interiorizando de los derechos de los niños y niñas con discapacidad?¿Cómo implementa su participación? ¿Cuántos niños y niñas sordo-ciegos viven en Costa Rica ? ¿Cuántos de ellos están escolarizados? ¿Hay alguna organización que representa a las niñas y niños con discapacidad? Le Experta señalo que el Comité no ha encontrado ni siquiera organizaciones de padres que lo hagan.
Germán Xavier TORRES CORREA

El Experto realizó la siguiente pregunta: ¿Qué cambios ha realizado el Estado en referencia al Artículo 91 de la Constitución que autoriza la suspensión de los derechos de ciudadanía en razón de la interdicción de la persona?

María Cisternas Reyes
Con relación a la Ley 17777 de investigación biomédica, la Experta realizó las siguientes preguntas: ¿Dónde esta el principio de consentimiento libre y informado? ¿Es que la Ley autoriza que con el consentimiento de un representante se utilice personas con discapacidad en experimentos y investigación científica? ¿Cuál es la argumentación jurídica y ética de la decisión de la Sala Constitucional de la Suprema Corte?

Munthian Buntan
En relación al Articulo 9, el Experto preguntó: ¿Existen comisiones sobre accesibilidad que trabajan en niveles locales? ¿Sobre qué bases está implementada la política de accesibilidad? ¿Cuenta Costa Rica con estándares nacionales o se utilizan estándares internacionales reconocidos, en particular los estándares relativos a las tecnologías de la comunicación y la Información (TICs)?
RESPUESTAS A LAS PREGUNTAS SOBRE LOS ARTÍCULOS 1 al 10

Christian Guillermet-Fernández, Embajador, Representante Permanente Alterno

El Sr. Guillermet-Fernández aclaró que, con relación al nivel de representación de la delegación, el Sr. Rodriguez Gutiérrez es el Presidente del CNREE, el principal organismo responsable por las cuestiones en discapacidad de Costa Rica.

Francisco Rodriguez Gutiérrez, Presidente del CNREE

El Sr Gutiérrez explicó que en 2006, tras una petición de un grupo de personas ciegas, el Tribunal Supremo Electoral tomó como suyo el reclamo del grupo para garantizar la accesibilidad en las elecciones. Esta fue garantizada en las elecciones de 2010, 2011 y 2014. Desde el año 2010, el CNREE comenzó a monitorear la accesibilidad en las elecciones. 

El Presidente del CNREE admitió que hay problemas con relación al acceso al espacio físico, ya que las elecciones ocurren en escuelas. En cada cantón, la máxima figura para las elecciones es la Junta Cantonal, responsable de supervisar las condiciones de cada centro electoral. El Sr. Gutiérrez identificó como una de las principales dificultades la toma de conciencia por parte de las Juntas Cantonales (formadas por personas que se desempeñan ad honorem y que llegan a través de los partidos políticos).

Según indicó el Sr Gutiérrez, en 2014, previo a las últimas elecciones, el Tribunal Supremo Electoral y el CNREE brindaron capacitación sobre el tema de accesibilidad de las personas con discapacidad a los fiscales de los centros de votación y a la jefatura de los partidos políticos. Señaló que, aún así, cuesta lograr unificar criterios a lo largo de las juntas cantonales y que el mensaje les llegue claro y directo. Este año, el Tribunal Supremo Electoral habilitó una línea telefónica para realizar denuncias de falta de accesibilidad en el ejercicio del voto. 

Con relación a la transversalización de la temática de la discapacidad en la institucionalidad costarricense, informó que el CNREE se ha reunido con los candidatos a presidente para garantizar que la Política Nacional en Discapacidad 2011-2021 sea sostenida por el gobierno electo y para que los planes de desarrollo incluyan la perspectiva de la discapacidad.

Con relación a las Comisiones Municipales (COMAD), el Sr Gutiérrez indicó que estas son permanentes y tienen potestades para enfocar los temas locales. En su opinión, la principal debilidad tiene que ver con los presupuestos asignados y los planes anuales y estratégicos de cada Comisión. Señaló que, en la actualidad, cada Comisión trabaja de manera diferente, sin una política de coordinación entre las diversas COMADs. Con relación a la participación, el Código Municipal permite la participación de las personas con discapacidad como asesores de las Comisiones. 

El Presidente del CNREE informó que la Ley 7600 crea un Comité de Información con oficio de multiplicador de la información. 

Con relación a la participación de las personas con discapacidad en las instituciones que trabajan en la temática, señaló que el Consejo Directivo del ente rector (CNREE) cuenta con 4 miembros que son personas con discapacidad. 

Respecto de las personas sordo-ciegas, el Instituto “Helen Keller” es el único en el país que se encarga de la educación de las personas sordo-ciegas, ciegas y de baja visión. Las estadísticas son pocas. El instituto funciona sólo en la Capital, lo que genera problemas en el acceso y el traslado. En el país hay 251.000 personas ciegas o con baja visión. 

Por último, indicó que desde el CNREE se ha trabajado realizando talleres sobre desarrollo inclusivo con base comunitaria a fin de empoderar a las personas con discapacidad.

Francisco Azofeifa Murillo, Asesor Legal del CNREE

El asesor legal del CNREE informó que las estadísticas con las que cuentan no están actualizadas. Señaló que el CNREE fue creado en el año 1973, bajo una ley que obedece a un modelo rehabilitador de la discapacidad. Reiteró que el CNREE ha asumido el rol del «ente rector», como consecuencia de una interpretación normativa efectuada por la Procuraduría General. Esto significa que no existe una designación formal por parte de un decreto o una ley que diga a qué institución le corresponde la implementación y el seguimiento de la Convención. El Sr Azofeifa Murillo agregó que, sin embargo, en razón de su experiencia y especialización, se le ha asignado dicho rol al CNREE, y que por esa razón, se considera importante que se refuerce la estructura del CNREE, incrementando sus recursos. Señaló además que actualmente se encuentra en estudio en el Congreso un proyecto de ley para modificar su denominación y reforzar su actividad.

El Sr Azofeifa sostuvo que es claro que la armonización legislativa es una tarea que corresponde al Congreso, que actualmente se encuentra muy fragmentado en diversas fuerzas políticas. Destacó la importancia de que los congresistas conozcan sobre los derechos de las personas con discapacidad. Reconoció que aún se perpetúan epítetos descalificantes en la ley, y que se debe procurar brindar herramientas a los congresistas a fin de adaptar la normativa a la Convención. En tal sentido, señaló que se ha emitido una guía sobre el uso del lenguaje en materia de discapacidad, lo que no se trata de una armonización legal como tal.

El Asesor Legal de CNREE destacó la necesidad de brindar antecedentes sobre la Ley de Investigaciones Biomédicas. Señaló que anteriormente la Ley general de salud era la única que regulaba las investigaciones médicas. Es por eso que se precisaba de una nueva ley. El CNREE y otros sectores de la sociedad sostuvieron que el proyecto de ley contiene preceptos discriminatorios a las personas con discapacidad. Sobre el particular, establece que, cuando una persona carezca de las capacidad para decidir sobre su participación en experimentaciones médicas, un tercero que la represente podría hacerlo. Esta crítica fue transmitida al Congreso y a la sociedad en general. Refirió el Sr Azofeifa que la ley fue trasladada en consulta a la Sala Constitucional y esta sostuvo que la misma no tuvo vicios de constitucionalidad. Aclaró que de un total de 5 jueces, 2 votaron en disidencia. Los jueces que sostuvieron la constitucionalidad de la ley dijeron que la ley será constitucional siempre y cuando se interprete que el consentimiento brindado por el representante lo sea única y exclusivamente con fines de investigación terapéutica, esto es, cuando la investigación le represente un beneficio en la salud de la persona objeto de investigación. Aún así, el Asesor señalo que el CNREE la considera discriminatoria.

Al respecto de la institución de la curatela, el Asesor Legal señalo que es preciso indicar que esta aún no ha sido derogada. Indicó que persiste porque no se ha encontrado un mecanismo alternativo para el ejercicio de determinados derechos. Señaló que, no obstante, se eliminó de la legislación la posibilidad de que el Estado pueda solicitar de oficio el nombramiento de un curador. La curatela es una figura que está en desuso pero se utiliza básicamente para fines patrimoniales. 

Reconoció que el proyecto de ley para la autonomía de las personas con discapacidad debe ser mejorado para poder sustituir completamente la figura de la curatela e implementar el Artículo 12 de la Convención. Indicó que el proyecto establece que el Estado debe sufragar los gastos de un “facilitador” a la toma de decisiones (no sólo en la esfera patrimonial). Se trataría de un coadyuvante y no de un sustituto. A pesar del proyecto, el Sr Azofeifa reconoció que la curatela es una figura contraria a la Convención.

Según señalo, el orden jurídico de Costa Rica no contiene una normativa que contenga el concepto de ajustes razonables. En cambio, la Política Nacional de Discapacidad sí incluye la noción, pero de modo general. Aún así, destacó que nada se aclara sobre la idea de “razonabilidad”. Por su parte, la Ley 7600 la obligación de las entidades de procurar a los apoyos necesarios para garantizar los derechos de las personas con discapacidad, quedando a su cargo la interpretación de cómo hacerlo.

Señaló que hay dos proyectos de ley importantes con relación a las personas con discapacidad. La Ley de Autonomía Personal permitiría contar con un instrumento que les permita su independencia y autonomía. En segundo lugar, la reforma a la Ley del CNREE, aprobada en primera instancia, iría a reforzar las potestades rectoras de la institución. Esta reforma le daría carácter vinculante a las opiniones vertidas por ese CNREE. Aún así, reconoció que se trabaja bajo un enfoque asistencial.

Con relación a la vivienda, el Asesor Legal informó que el Estado ha establecido que todo proyecto social de vivienda incluya un porcentaje de viviendas que sea totalmente accesible. Adicionalmente, se estableció una medida afirmativa en el plan de subsidios a la construcción de viviendas, debiéndose dotar de un porcentaje adicional para las personas con discapacidad. 

Con relación a las sanciones por incumplimiento de la normativa de accesibilidad, el Sr Azofeifa informó que existen sanciones patrimoniales para las personas de carácter privado. Sin embargo, hay una vacío legal porque no se estableció cuál es el ente que debe cobrar dichas sanciones y a que se destinarían dichos recursos. No obstante, hay dos tipos sanciones que si funcionan. La primera tiene relación con el transporte público en buses. Este tiene que ser completamente accesible para el año 2014. La realidad indica que solamente el 40% de las unidades son accesibles. Ante el incumplimiento, el Estado tiene la potestad de retirarles la concesión. En segundo lugar, las autoridades locales deben otorgar los permisos de construcción. La normativa exige que los espacios públicos sean construidos de modo accesible. Por otra parte, se supervisa que los privados cumplan con los estándares de accesibilidad cuando se requieren permisos de funcionamiento.

El Asesor Legal se refirió a las personas con discapacidad en conflicto con la ley. Indico que las personas que se consideraban «enfermos mentales» (personas con discapacidad psicosocial) - tras procesos penales - eran enviadas al hospital psiquiátrico, donde cumplían sus penas. El juez de ejecución solía tomar como criterio la recomendación de personas no profesionales que favorecían el recurso a esta institución de salud de personas que no lo requerían, evadiendo el sistema penitenciario regular. En el año 2010, los padres de una persona ingresada en el sistema de salud, aduciendo que su hijo, internado por motivos de salud, había sido abusado por una persona que había sido detenida por delitos, se presento a la Corte Constitucional. La decisión de la Corte obligó a la construcción de un Centro Penal Psiquiátrico. Desde 2011 entonces, allí son enviadas las personas con discapacidad psicosocial en conflicto con la ley.

El Sr Azofeifa indicó que un problema derivado del anterior es que las personas no cuentan con apoyos al salir de la institución. Esto llevó a la creación del programa de Convivencia Familiar destinado a personas que dejan el sistema penitenciario. 

Damaris Solano Murillo, Representante de la sociedad civil en el CNREE

En primer lugar, la Sra Damaris Solano Murillo señaló que en materia de políticas género y de violencia, si bien se ha avanzado bastante, aún resta mucho por hacer, en particular en la prevención y en la atención de la violencia. Indicó que una de las grandes deudas que hay es en materia de mujeres con discapacidad, quienes siguen quedando fuera del imaginario colectivo.

En relación con el acceso a la salud y la discriminación múltiple, es importante notar que las mujeres cuidadoras, aunque no tengan discapacidad, también están sufriendo esta situación. Está costando mucho articular políticas al respecto.

Con relación a los niños, niñas y adolescentes, indicó que se ha avanzado en educación inclusiva en nivel pre-escolar y primario. No así en la educación secundaria, según revelan las estadísticas de las que se disponen, debiendo señalar que aún hace falta más información estadística.

Por otra parte, señaló que los niños/as abarcados por el Patronato están incluidos en los mismos servicios y se reciben en igualdad de condiciones. Aún así, destacó la necesidad de contar con más información estadística. Indicó también que no existe en este momento una organización que represente a los niños y niñas con discapacidad. Únicamente existen organizaciones de padres y madres, pero tienen una visión asistencialista.

Con relación a las personas indígenas con discapacidad, la Representante indicó que existieron algunas iniciativas desde el CNREE. Las personas indígenas son asunto de las organismos que trabajan sobre derechos las personas indígenas y cuesta transversalizar la temática de discapacidad con ellos, como es el caso también con organismos relacionados con los derechos de los niños.

En cuanto a la discriminación múltiple, destacó que realmente hay muy poca información. Existe una comisión interinstitucional que coordina el CNREE, pero sus criterios no son de carácter vinculante, ya que es un ente bastante debilitado.

Finalmente, señaló que la visión de discapacidad dentro de las políticas públicas es uno de los temas en los que se está trabajando a fin de que la gente no hable sólo de la ley 7600. Es importante que la CDPD sea un instrumento que se utilice de manera cotidiana y se cumpla.

PREGUNTAS DEL COMITÉ - Artículos 11 al 20

Ronald McCallum: 

El relación al Artículo 12, en las respuestas del Estado, el Experto recordó que se menciona un proyecto de ley para corregir las leyes sobre curatela a fin de proveer apoyo a la toma de decisiones en consonancia con la Convención y requirió al Estado brindar más detalles al respecto.
Damjan Tatic:
Pregunta de seguimiento: 

Con relación al Artículo 9, el Experto señaló que el Estado hizo referencia a una vacío legal para la implementación de sanciones a entidades privadas que no cumplan con los estándares de accesibilidad y solicitó más información al respecto.

Con relación al Articulo 15 (Prohibición de Tortura), y a la Ley de Investigación Biomédica, el Experto expresó su alegría de escuchar que el Gobierno no está de acuerdo con el hecho de que las personas con discapacidad sean sometidas a experimentación, como ha avalado la decisión de la Sala Constitucional.

Con relación al Articulo 19, el Experto solicitó al Estado que informara si el Proyecto de Ley para la Autonomía de las Personas con Discapacidad contempla medidas de apoyo y asistencia personal para personas con discapacidad.

Theresia Degener
Como comentario de seguimiento, la Experta reforzó que la Ley de Investigación Biomédica no esta de acuerdo con el Articulo 15 de la Convención.

Con relación al Artículo 21, la Experta realizó dos preguntas: ¿Es que cuentan con estándares para los medios de comunicación masiva? ¿Los hay también con relación a distintos lenguajes, como el lenguaje de señas?

Ana Peláez
Con relación al Artículo 24, la Sra Peláez señaló que el Código de la Niñez y la Adolescencia -Ley 8387- reconoce en su Artículo 62, el derecho de los niños con discapacidad a la educación especial y consultó al Estado sobre si el Estado está tomando medidas para corregir este Artículo y ponerlo en adecuación con la Convención. 
En relación al Articulo 6, la Experta observó que las leyes sobre violencia contra la mujer no están mal. Por ejemplo, una Ley de 2007 establece como agravante la discapacidad de la mujer víctima de violencia. La Ley contra la Violencia Doméstica de 1996, en su Artículo 7, establece que las medidas de protección de victimas de violencia con discapacidad física o mental deben ser solicitadas por una institución o un representante mayor de 18 años. Indicó que ese Artículo debe ser modificado. Luego, realizó la siguiente pregunta al Estado: ¿Qué medidas ha desarrollado el Estado parte para garantizar la protección de las víctimas de violencia doméstica con discapacidad ?
Destacó a su vez que la misma Ley sobre Violencia Doméstica indica que, cuando la persona no se puede desplazar, la administración de justicia debe desplazarse al domicilio de la víctima y preguntó: ¿Cuántas veces ha sido esta disposición puesta en práctica?

En relación a lo Articulo 7, señaló que la ley 8387 señalada se refiere a otras áreas relacionadas a los niños, niñas y adolescentes sin contemplar a los niños y niñas con discapacidad.
Por otra parte, indicó que en el Código Penal (Artículo 184), se habla inadecuadamente de discapacidad volitiva y cognitiva en el caso de sustracción de menores de 12 años.

En relación con Artículo 11, la Experta indicó que parece haber un protocolo para casos de emergencias humanitarias y una línea telefónica y consultó sobre cuándo contará el Estado con un canal de atención en lengua de signos para la comunidad de sordos.
Carlos Ríos Espinosa
Pregunta de seguimiento:

El Experto destacó que es necesario que el Estado Parte haga un plan estratégico de armonización legislativa. La Ley 7600 para su época era realmente avanzada, no obstante, debe ser revisada así como también el Artículo 91 de la Constitución que priva de la ciudadanía en razón de la interdicción. El Sr Carlos Ríos Espinosa preguntó si existe algún plan en este sentido.
En relación con el Articulo 13, el Experto observó la necesidad de la armonización legislativa en materia de Acceso a la Justicia (ajustes de los procedimientos), ya que en las respuestas del Estado se plantean directivas administrativas pero no modificaciones normativas.

Hyung Shil Kim
Pregunta de seguimiento:

El Experto señalo que en su Informe, el Estado adhiere a los comentarios de la sociedad civil, pero no se observa ningún esfuerzo por brindarles una respuesta.

Con relación al Artículo 19, el Sr Kim observó que el Informe del Estado brinda muy poca información y realizó la siguiente pregunta: ¿Qué esfuerzos han sido realizados para apoyar la vida independiente en la comunidad? Requirió se indique el número de personas con discapacidad que residen en instituciones y el número de personas que desean dejar las instituciones y cambiar a un modo de vida independiente en la comunidad. 

Munthian Buntan
Con relación al Articulo 11 y Articulo 9, el Experto observó que mayor atención es necesaria en relación con la accesibilidad en situaciones de riesgo y/o sobre la reducción de riesgos. Preguntó si es que Costa Rica ha diseñado algún Plan Nacional sobre Reducción del Riesgo de Desastres que sea accesible e inclusivo de personas con discapacidad. La Reducción de Riesgos de Desastres requiere planificar con antelación, por lo que sería una manera importante de poner estándares en práctica.

Silvia Quan-Chang
Con relación al Articulo 12, párrafo 5, la Experta señaló que hay una preocupación con tantas barreras al acceso de las personas con discapacidad a los servicios, como por ej. el acceder a una cuenta bancaría. En tal sentido, realizó las dos siguientes preguntas: ¿Ha previsto el Estado alguna medida para dar cumplimiento al párrafo 5 del Artículo 12 de la Convención? ¿Cómo está trabajando con el sistema bancario del país ?

 

RESPUESTAS A LAS PREGUNTAS SOBRE LOS ARTÍCULOS 11 al 20

Christian Guillermet-Fernández, Embajador, Representante Permanente Alterno

El Embajador agradeció al Comité por el dialogo constructivo que estaban llevando adelante. A continuación, dió la palabra a los miembros de la delegación para que den respuesta a las preguntas del Comité.

Francisco Rodriguez Gutiérrez, Presidente del CNREE

Con relación a la consulta sobre el acceso a la banca para las personas con discapacidad, el Presidente del CNREE informó que se han adoptado medidas para que las personas con discapacidad puedan acceder a los diferentes servicios. Con respecto a las personas ciegas y de baja visión y su acceso a los cajeros automáticos, se han hecho esfuerzos pero lamentablemente no está cubierto en su totalidad. Respecto al servicio en oficinas y ventanillas, se ha intentado brindar servicios a las personas con discapacidad. Sin embargo, se reconoce que no se han adoptado políticas y regulación para garantizar el acceso a la banca pública y privada de las personas con discapacidad.

El Sr Rodríguez informó que, si bien al realizar el Informe Estatal, el país no había suscrito ninguna medida con relación a la Prevención de Riesgo, el último jueves, en la sesión 1065, se suscribió un convenio entre el CNREE y la Comisión Nacional de Emergencias. De este modo, se van a realizar capacitaciones en ambas líneas para que en los protocolos de acción se transversalice el tema de la discapacidad. Al respecto, el Presidente del CNREE señaló que espera prontamente tener cuestiones más concretas.

Según el Sr Rodríguez, con respecto a las tecnologías de la información y de la comunicación (TICs), el Estado genera, a nivel de la administración pública, el programa Gobierno DIGITAL para que todas las instituciones públicas puedan tener un enlace en línea y que toda la ciudadanía pueda tener acceso a los servicios de la administración. Agregó que aún se debe mejorar este servicio e informó que han faltado personal y recursos económicos para tener un buen nivel de Gobierno Digital. El Programa se ha iniciado en el 2006. El Presidente del CNREE informó que respecto de la accesibilidad, el CNREE ha adoptado una directriz en septiembre del 2009 para acceder a la información (no solo en temas web) que se remite a las instituciones del gobierno central, entidades descentralizadas y autónomas y gobierno local, con pautas del W3B. Pero reconoció que ha faltado el seguimiento respectivo. La Unidad de TICs del CNREE está integrada por sólo 2 personas, que deben asesorar a todo el país. 

A su turno, se ha adoptado una medida para garantizar accesibilidad a los documentos al acercarse a una institución estatal. La Directriz requiere un duplicado en formato accesible de los documentos.

Con relación al Lenguaje de señas, el Presidente del CNREE indicó que se está trabajando para acreditar a los intérpretes de señas en el país para tener una mayor cantidad de personas en las instituciones públicas. Es un tema prioritario para las personas sordas. Es un trabajo que tiene ocho meses. En junio el 2013 se reconoció la lengua de señas como  medio de comunicación de las personas sordas.

Francisco Azofeifa Murillo, Asesor Legal del CNREE

El Asesor Legal señaló que, siguiendo la línea de la CDPD, el país ha buscado un mecanismo para excluir la figura de la curatela del ordenamiento jurídico, reconociendo que es inaceptable desde la perspectiva de derechos humanos.

Según el Sr Azofeifa, es por eso que el proyecto de ley de autonomía, que es una iniciativa que surge de un grupo de Organizaciones de Personas con Discapacidad, incluye un sistema de apoyos que respeta la voluntad de las personas con discapacidad. En un comienzo, el proyecto de ley establecía, dentro de su gama de servicio de apoyo, la figura de un “facilitador técnico” (o “defensor técnico” para que asista a las personas con discapacidad una vez violentados sus derechos. No se trataba de un apoyo para la toma de decisiones per se. El Asesor Legal comentó que el texto actual del proyecto incluye el «facilitador para la capacidad de actuar», que sería una persona de entera confianza de la persona con discapacidad que la asista en todas las cuestiones de su vida diaria. Cuando la persona con discapacidad no cuente con una persona de su entera confianza, el Estado podrá prestar dicho servicio a través de una institución nueva. 

En relación con la aplicación de sanciones ante el incumplimiento de estándares de accesibilidad, señaló que no se establece en la misma ley qué organismo es el encargado de cobrar las multas ni se determinaba el destino de los fondos así recaudados. Es por eso que desde el CNREE se procura modificar la ley, que tiene más de 30 años y que no brinda herramientas para supervisar su control, deviniendo así una “ley sin dientes”. En el proyecto de ley 18547 se establece que todas las multas que se generen por incumplimiento a los derechos de las personas con discapacidad y por discriminación, salvo aquellas relacionadas con los transportes, serán cobradas por el ente rector, el CNREE y serán destinadas a servicios dirigidos a las personas con discapacidad.

Con relación a la violencia contra las mujeres, el Sr Azofeifa señaló que la ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer establece un agravante por la doble condición de persona con discapacidad y de mujer en casos de violencia. La Ley prevé además que el juez puede tomar medidas alternativas a las previstas, dotando de una mayor flexibilidad para adecuar la adopción de medidas a las necesidades del caso.

Por su parte, según el Asesor, la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia establece que cuando se trate de una persona con discapacidad mental o física, la solicitud de las medidas de prevención deberán requeridas por su representante. El CNREE encuentra esto discriminatorio y en 2006 se presentó un Acción de Inconstitucionalidad.  La Corte defendió la ley sosteniendo que ampliaba el marco de protección, ya que la ley no prohíbe la solicitud por parte de la persona con discapacidad sino que extiende a la posibilidad que lo haga su representante. Lo del representante no es un requisito, sino una posibilidad. Esta interpretación es ahora la jurisprudencia vigente.

Damaris Solano Murillo, Representante de la sociedad civil en el CNREE

Con relación al proyecto de autonomía personal, la Representante recordó que se había preguntado si incluía la figura del asistente personal, e informó que sí lo hace. Además, incluye el derecho de residir donde la persona quiera y con los apoyos que la persona requiera. Destacó también que la situación del proyecto en la corriente legislativa ha sido complicada y se han presentado proyectos alternativos.

Según la Sra Damaris Solano, fuera de esta ley, las medidas existentes son de tipo asistencialista. Así, en el marco del programa de Convivencia Familiar para personas con discapacidad abandonados, sin recursos o que vivieron en instituciones, algunos se encuentran en condiciones que no favorecen la vida independiente. Otros beneficiarios de dicho programa sí viven en condiciones que favorecen la independencia.

Por último, destaco que el proyecto de autonomía no se dirige únicamente a una asistencia como servicio de apoyo sino que busca también facilitar y promover posibilidades de empleo y educación para la autonomía.

Con relación a las mujeres víctimas de violencia, señaló que el CNREE cuenta con albergues temporales para la protección de las víctimas de violencia con discapacidad. Asimismo, el Instituto Nacional de la Mujer recibe mujeres con discapacidad, aunque hay problemas con respecto a las personas sordas (falta de interpretes) y con las mujeres con discapacidad física (albergues no plenamente accesibles). En los albergues dependientes del Instituto Nacional de la Mujer, estas pueden ingresar con sus hijos, a diferencia de lo que sucede en aquellos albergues dependientes del CNREE.

Seguidamente, destacó que el Código de la Niñez y Adolescencia tienen algunos vacíos con relación a Discapacidad y agradeció el comentario al respecto pues se trata de pequeños grandes detalles que se suelen escapar. 
Del mismo modo, con relación al  lenguaje de señas en el servicio de emergencias del 911, reconoció que las personas sordas están invisibilizadas cuando se trata del acceso. Hay una necesidad de toma de conciencia en este tema. 

PREGUNTAS DEL COMITÉ - Artículos 11 al 20
Ronald McCallum
El Experto observó que en la respuesta del Estado a la Pregunta No. 29 de la Lista de Cuestiones, se señaló que el 58% de las personas con discapacidad se encuentran desempleadas. El artículo 23 de la Ley 7600 reconoce el derecho a trabajar de las personas con discapacidad, que es desarrollado en los artículos siguientes. Sin embargo, la Ley 7600 no establece la obligación de proveer ajustes razonables. ¿Qué planes serán puestos en marcha para enmendar las leyes con relación al empleo de las personas con discapacidad?

Por otra parte, requirió al Estado más información sobre programas gubernamentales dirigidos a incrementar el empleo de las personas con discapacidad.
Carlos Ríos Espinosa
Con relación articulo 20, ¿cuenta el Estado con normativa específica que obligue a las distintas autoridades a que los museos, las galerías de arte, los cines, etc., sean accesibles? Si el Estado cuenta con ella, ¿cuál es el nivel de cumplimiento al respecto?

Damjan Tatic
Señaló que el Estado admitió que la legislación prevé sanciones en caso de incumplimientos en materia de accesibilidad. Consultó si existen planes al respecto. 

También destacó que el Estado indicó que existe un Comité central que no se encuentra en concordancia con los Principios de Paris. Por otra parte, se encuentra el Ombudsman (Defensoría de los Habitantes). ¿Existen datos o información sobre la posibilidad de designar como organismo independiente al Ombudsman? Además, ¿Cuál es la cooperación entre este y el Comité central ?

Theresa Degener
Con relación al artículo 33, la Experta indagó si el Estado cuenta con un mecanismo nacional independiente de monitoreo y si es que se encuentra transversalizado con el sistema nacional de derechos humanos.
Ana Peláez
Realizó preguntas de seguimiento, reiterando cuestiones que no habían sido contestadas. 

En primer lugar, recordó que la Ley de Migración y Extranjería tiene en su Artículo 79 una disposición que considera discriminatoria con relación a las personas que quieran conseguir la residencia en su país y tengan personas con discapacidad a su cargo, quienes tienen que demostrar una solvencia económica superior a las personas que no han personas con discapacidad en la familia. Esta cuestión no ha sido contestada.

Luego, la Experta se refirió al Código de Familia, que contiene una consideración discriminatoria para las personas con discapacidad en relación con sus derechos a la paternidad y maternidad, que restringe ese derecho cuando la persona no pueda manejar sus propios asuntos. Al respecto preguntó lo siguiente: ¿Cuándo el Estado Parte tiene pensado modificar la legislación a tono con el Artículo 23 de la Convención?

Además, señaló que la Ley de Adopción establece que una persona sometida a una interdicción pierde la patria potestad de sus hijos y la posibilidad de adoptar e indagó sobre si el Estado piensa modificar ese aspecto de la ley y cuándo.
Con relación a los Artículos 23 y 25, observó que el Estado cuenta con una interesante Política de Salud Sexual (2010-2021). Además, el Estado identificó que hay 60 personas dependientes por cada 100 personas en edad productiva. La tasa de discapacidad, según la encuesta de 2010, sería del 5% de la población. Esto es inconsistente con el Informe del Banco Mundial y la OMS, que indica que la proporción de personas con discapacidad alcanzaría el 15%. La Experta señaló que falta gente registrada y preguntó al Estado sobre las medidas para incorporar a esa población faltante.

Refirió que el Estado ha señalado la insuficiencia de la ley de salud en temas que este Comité trata, como por ejemplo, la falta de tecnología, falta de normativa institucional de protocolos para la toma de decisiones de personas con discapacidad sobre anticonceptivos quirúrgicos, hormonales, etc., y los mitos y conceptos erróneos sobre los derechos sexuales de las personas con discapacidad. Por eso, preguntó sobre las medidas que planea tomar el Estado para poner fin a estas debilidades que tiene su legislación.

Destacó además que llama la atención que la Ley de Salud se refiere al Artículo 23 de la CDPD y no al Artículo 25, y que, por otra parte, refiere a las Normas Uniformes de 1993 en materia de integridad personal, y no a la CDPD. Sobre este punto, preguntó sobre las medidas que va a tomar el Estado para armonizar la legislación con la CDPD.
Con relación a la esterilización forzada, ¿cómo es que, si tienen una legislación que la condena, se siga produciendo en la práctica?

Con relación al Artículo 24, se felicita por el trabajo en el tránsito del sistema de educación especial al sistema de educación inclusiva. Sin embargo, recalcó que la adopción de intérpretes de señas en las escuelas ordinarias es un fenómeno muy limitado. ¿Qué medidas adopta el Estado al respecto?¿Y qué medidas se adoptaron a fin de oficializar el lenguaje de señas?

Por último, la Experta indagó sobre la existencia de medidas para que Costa Rica ratifique el Tratado de Marrakesch y así para garantizar el acceso a la lectura de personas ciegas, que posibilita además la obtención de fondos de cooperación a estos fines.
Diane Mulligan
Destacó que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales observó que el derecho a tener una familia estaba restringido a las personas con discapacidad y le pidió al Estado informar sobre el progreso de implementación de la recomendación. 
Con relación al Artículo 25, la Experta preguntó al Estado sobre los progresos que se han realizado para fomentar el acceso a la salud de las personas con discapacidad.
Con relación al Artículo 32, ¿El Estado ha incluido a las personas con discapacidad en los programas de reducción de la pobreza, en los Objetivos del Milenio y en la Agenda Post-2015?
Edah Wangechi Maina
En primer lugar, observó que, en respuesta a la pregunta no. 17 de la Lista de Cuestiones, el Estado reconoció que había personas con discapacidad que se encontraban privadas de su libertad en instituciones mentales, pero que no obstante no ha indicado la cantidad de personas afectadas ni desarrollado sobre las razones de su internación forzada. Esto se relaciona con el hecho de que la falta de apoyo familiar no puede constituir una razón para recluir a las personas con discapacidad en instituciones contra su voluntad.

Luego, la Experta señaló que en su Artículo 25, la CDPD provee un cambio de enfoque respecto de la atención de la salud. ¿El Estado ha implementando medidas tendientes a la abolición de todas las formas de tratamiento compulsivo?
¿Qué pasos se están dando para asegurar que la reforma relativa al Artículo 12 de la Convención no obedezca los estándares de los Principios sobre Salud Mental de la Organización Mundial de Salud, que son contrarios a la CDPD, como ha sido señalado también por el Relator Especial sobre la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes?
Hyung Shik Kim
Señaló que el Estado no ha hecho ninguna referencia a la Rehabilitación basada en la Comunidad en su informe. La Rehabilitación basada en la Comunidad debe estar sumamente relacionada con la inclusión. Al respecto, preguntó si el Estado cuenta con planes sobre Rehabilitación basada en la Comunidad, ¿Cómo es que se prevé alcanzar a las personas con discapacidad de zonas rurales?

En relación con el Artículo 32, en general, aún no se le ha dado suficiente consideración al Desarrollo Inclusivo ni a programas Rehabilitación basada en la Comunidad. ¿Hasta qué punto el Estado incluye el Desarrollo Inclusivo en su plan general? ¿Cómo incluye el Estado en su planeamiento a las Organizaciones de Personas con Discapacidad con experiencia y conocimiento en la temática de Desarrollo Inclusivo? ¿Cuenta el Estado con expertos en la temática?

Germán Xavier Torres Correa
Señaló que en el Código de Familia, no hay una distinción entre discapacidad intelectual y psicosocial y consultó sobre medidas al respecto.
Además, ¿Cuáles son las medidas relacionadas con el acceso a la justicia de las personas con discapacidad ? ¿Qué medidas de capacitación se están tomando respecto de jueces, fiscales y otros agentes del sistema de justicia?

Recordó que en 2011 se inauguró un centro para personas con discapacidad mental en Costa Rica y consultó sobre el tipo de metodología que allí se aplica en el tratamiento de las personas. ¿Es qué ellas están obligadas a permanecer allí?

Con relación a la sociedad civil, ¿Cómo está representada la sociedad civil y cuáles son sus niveles de participación en las temáticas relacionadas con los derechos de las personas con discapacidad?

Por otra parte, ante la falta de respuesta del Estado, solicitó una aclaración sobre el Artículo 91 de la Constitución, que permite restringir la ciudadanía a las personas interdictos.

Finalmente, requirió al Estado información sobre la maestría relativa a la temática de la discapacidad, existente en la educación superior.
Munthian Buntan
Con relación al Artículo 29, indagó sobre en qué medida las personas con discapacidad están implicadas en la vida política y pública. ¿Es que existen en su país personas con discapacidad que han sido electos para trabajar en el Congreso o en cargos que reflejen su participación en la toma de decisiones? ¿Cuáles son los derechos de voto de las personas con discapacidad? ¿Ha el Gobierno asegurado el acceso a la votación secreta de las personas con discapacidad?

Seguidamente, el Experto propuso al Estado que se incluya a las Organizaciones de personas con discapacidad nacionales en la estructura del Comité Nacional, sea en el actual (CNREE) o en uno nuevo, que pueda reflejar la voluntad de las personas con discapacidad. El Comité Nacional debería tener una proporción equitativa y justa que garantice que se tengan en cuenta las opiniones y voces de las personas con discapacidad. 

Martin Babu Mwegsiwa

Realizó dos preguntas sobre la temática de HIV SIDA: ¿Existe algún estudio que se haya realizado sobre el HIV SIDA en personas con discapacidad? Si es así, ¿qué programas existen para garantizar que las personas con discapacidad tengan acceso a los servicios relativos a la temática?

Theresia Degener
Señaló que acababa de recibir información sobre el trato de personas con discapacidad en clínicas de salud mental e indagó sobre la existencia de un mecanismo nacional para la protección contra la tortura y si las personas con discapacidad psicosocial participan de él.

Lofti Ben Lallahom
¿Piensa el Gobierno en crear una alianza con Organizaciones de Personas con Discapacidad para la aplicación de la CDPD ? Si es así, ¿cómo piensa el Estado coordinar con ellas? ¿Cómo esa alianza se traduce en hechos concretos?

Silvia Quan-Chang
El Estado no ha mencionado información alguna sobre medidas para la efectiva toma de conciencia sobre la discapacidad y sus contenidos. No se observa ninguna acción dirigida hacia la sociedad en general. En particular, la Experta señaló que el Artículo 27 se refiere a esta cuestión en el tema del empleo de personas con discapacidad, requiriendo medidas de capacitación de los empleadores.

Además, amplió sobre la cuestión de clínicas psiquiátricas señalando que recibió información de personas que han sido detenidas en ellas y han sido víctimas de tratos denigrantes. Costa Rica ha ratificado el Protocolo a la Convención contra la Tortura. Seguidamente, indagó sobre lo que hace el Estado sobre este Mecanismo Nacional requerido por el Protocolo y qué medidas toma para supervisar los hospitales psiquiátricos.

¿Es que el Estado planea adoptar medidas a fin de revertir la exclusión de las personas con discapacidad intelectual y psicosocial del padrón electoral?

Con relación al artículo 33, señaló que no parece haber claridad respecto de la designación del punto focal de discapacidad y consultó si ha habido una designación formal del CNREE como tal.
Por último, destacó la importancia del Artículo 33.2 de la Convención. ¿Qué medidas planea el Estado adoptar para asegurar la participación de la sociedad civil en los mecanismo del Artículo 33, tanto párrafo (1) y (2)?
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Christian Guillermet-Fernández, Embajador, Representante Permanente Alterno

En primer lugar, el Embajador señaló que, en el Informe Nacional del Mecanismo Nacinal de Prevención de la Tortura, consta la visita a instituciones psiquiátricas, por parte de la Defensoría de los Habitantes. Este organismo cumple con los Principios de Paris. La Defensoría tiene una Dirección de Protección Especial que brinda una atención a las Personas con Discapacidad.

Respecto de la Ley de Migración y Extranjería, mencionada por la Experta Peláez, informó que es una ley nueva, adoptada en 2009, que entró en vigor el 1 de Enero de 2010. En esta nueva ley, y en sus reglamentos, desaparece la diferencia señalada por la Experta Peláez.

Francisco Rodriguez Gutiérrez, Presidente del CNREE

Frente a la consulta del Experto Carlos Ríos, el Presidente del CNREE aclaró que la principal fuente de divisas de Costa Rica es precisamente el turismo. Últimamente se ha estado empezando con el turismo accesible, que le ha generado importancia al Instituto Nacional de Turismo, especialmente porque han habido personas con discapacidad interesadas en el estudio del Turismo. De cualquier modo, recalcó que se trata de un desarrollo muy reciente y subrayó que el Estado considera muy importante que se genere el acceso al turismo.

Además, señaló que el Tratado de Marrakesch es de suma importancia para el Estado y que fue incluido en la agenda del CNREE. Se han venido estudiando sus alcances y se va a discutir en Mayo de este año. Expresó su deseo de que Costa Rica pueda ser parte de los primeros países ratificantes y líderes al respecto, y que pueda impulsar el tratado en los países vecinos. Además, agradeció la palabra a la Experta Peláez respecto del posible apoyo técnico. A nivel del CNREE, se trabaja muy activamente con las organizaciones de personas con discapacidad. 

Respecto a la participación política de las personas con discapacidad, señaló que, a nivel país, en los últimos dos períodos se ha contado con 4 diputados con discapacidad (2 por periodo). Para el próximo periodo (2014-2018), hay un diputado con discapacidad electo. En estas ultimas elecciones, hubo 11 candidatos a diputados que son personas con discapacidad. En las últimas elecciones de gobiernos locales, hubo alrededor de 8 o 9 regidores con discapacidad (elegidos desde el 2011-2016). Esta participación ha generado que otros gobiernos locales se hayan interesado en las municipalidades que sí tienen personas con discapacidad. Adicionalmente, señaló que dentro de los partidos políticos que aspiran a la presidencia, hay una participación muy activa de personas con discapacidad en los equipos que diseñan los planes de gobierno, lo que ha logrado la transversalidad de la temática.

Con relación a la participación de las organizaciones, es importante que las organizaciones participen en todos los procesos, y no sólo en la adopción de políticas. Por ej., en el proceso de reforma del CNREE, de las 9 personas que forman la Comisión de Reforma, 2 forman parte de organizaciones. Anualmente se brinda apoyo a las organizaciones para que participen de las asambleas generales. Esto permite generar consultas. El Poder legislativo tiene un mecanismo de consulta para las organizaciones con relación a los distintos proyectos de ley. Hay una consulta constante a las organizaciones

A su turno, refirió que hay una participación activa de las organizaciones y destacó su participación ante el Consejo Directivo en el CNREE. En este momento, se cuenta con una representación de las organizaciones en el ente rector. 

El Presidente del CNREE reconoció que hay mejorar los mecanismos para que la participación sea más activa y no se centralice en la zona del valle central. En este momento, la participación de las personas con discapacidad de zonas rurales se da activamente. Indicó que un representante viaja 6 horas para participar.

Con relación al desarrollo inclusivo con base comunitaria, indicó que se empezó a trabajar con el Proyecto KALOIE, iniciado en 2006, con cooperación de la Agencia de Cooperación de Japón. El convenio finalizó en el año 2012. Puntualizó que se han girado instrucciones para que se de prioridad a las personas con discapacidad en zonas rurales. 

Adicionalmente, respecto de las personas ciegas y con baja visión, indicó que el instituto Helen Keller brinda apoyos para que puedan desarrollarse activamente dentro de la comunidad, dentro de las asociaciones de desarrollo, juntas de salud, etc. 

Francisco Azofeifa Murillo, Asesor Legal del CNREE

En respuesta a la consulta del Experto McCallum, el Asesor Legal señaló que el nivel de desempleo es muy alto y se incrementa muchísimo en materia de personas con discapacidad. Hay una omisión normativa en cuanto al concepto de “ajustes razonables”. Sin embargo, la Ley 7600 establece la obligación del empleador de dotar al empleado con discapacidad con los servicios de apoyo para que pueda realizar su trabajo. Se ha previsto un sistema de exoneración para que el empleador pueda contratar personas con discapacidad. Existe además una rebaja impositiva (doble deducción del impuesto a la renta) para los empleadores que contratan personas con discapacidad.

Además, se refirió al el Plan Nacional de Inserción Laboral que procura lograr empleo productivo para todas las personas, incluyendo a las personas con discapacidad. En primer lugar, se trata de identificar la acciones estratégicas a fin de ingresar al mercado productivo y fomentar un plan de acción. De la misma forma, se establece como objetivo el fortalecer la empleabilidad de las personas con discapacidad. En segundo lugar, la PONADIS incluye un eje orientado al trabajo estableciendo una política laboral inclusiva, creando incentivos para que los empleadores reconozcan el potencial de las personas con Discapacidad. Además, mencionó la medida de la cuota del 5% a favor de las personas con discapacidad.

En respuesta al Experto Carlos Ríos, quien consultó sobre la accesibilidad en materia de esparcimiento, el Asesor Legal informó que el Estado no establece medidas diferenciadas para este tipo de espacios turísticos y de esparcimiento. La normativa está dirigida a todos los lugares con acceso público. Aún así, el Estado cuenta con una normativa específica en materia de espectáculos públicos, que garantiza el disfrute en condiciones de igualdad.

En respuesta al Experto Tatic, quien consultó sobre las aplicación de sanciones por incumplimiento de estándares de accesibilidad, el Asesor Legal respondió que efectivamente el tema de las multas presenta un gran vacío legal. Existe un proyecto de ley para resolverlo que establece que los fondos se destinen a servicios a favor de las personas con discapacidad.

En respuesta a la Experta Peláez, comentó que la normativa migratoria establece normas que más vienen a proteger a las personas con discapacidad. Ej. quien haya cometido delitos dolosos contra personas con discapacidad no puede gozar de condición de residencia regular.

Respecto a la permanencia involuntaria de personas con discapacidad en el centro que referíamos ayer,  que fue la inquietud del Experto Torres, señaló que allí se cumplen penas privativas de libertad con un tiempo determinado. Surgió de una decisión de la Sala Constitucional que requirió que no se mezclen personas en tratamiento médico con personas con discapacidad condenadas penalmente. Se han hecho esfuerzos para coordinar y capacitar a jueces de ejecución penal y otros funcionarios al respecto. 

El Asesor señaló que en su opinión no existe normativa que impida el voto de las personas con discapacidad. El Tribunal Supremo Electoral es un poder de la República que ha procurado establecer políticas de equiparación de oportunidades. Se cuenta además con un plan para garantizar la accesibilidad a las elecciones. Por otra parte, en caso de ser necesario, se adapta la norma constitucional sobre el voto secreto para que quienes no pueden votar de ese modo, sí lo puedan hacer de modo público.

Damaris Solano Murillo, Representante de la sociedad civil en el CNREE

En relación con la temática de la Educación Inclusiva de las personas sordas y la garantía de la lengua de señas en las escuelas y universidades, es cierto que es poca la cantidad de intérpretes de lengua de señas. La Sra Damaris indicó que las instituciones aún se encuentran saliendo de un modelo oralista. Es decir, todavía existe la idea de que las personas con discapacidad sordas se beneficiarán más si pueden comunicarse en lenguaje oral. El año pasado se aprobó la ley 4099 que establece el Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como una lengua materna. Las personas están demandando que se les brinde el servicio de intérprete. La Representante indicó que se trabaja para una mayor certificación de intérpretes de señas a fin de satisfacer la demanda.

Sobre las medidas masivas de información para la toma de conciencia, reconoció que ha habido una omisión del Estado. El ente rector (CNREE) ha intentado posicionarse socialmente. Por otra parte, agregó que está claro que se requiere reconocer a la CDPD como instrumento de información útil para las personas.

Por último, con relación a la información estadística limitada, señaló que ellos mismos requieren estadísticas actualizadas y oportunas. Actualmente, hay un proyecto de Censo nacional sobre la discapacidad toda vez que los censos han sido omisos al respecto. Es por eso que sólo se cuenta con datos imprecisos que no se corresponden con la realidad, como el que señala que las personas con discapacidad representan sólo el 5% de la población.

Manuel B. Dengo, Embajador, Representante Permanente

El Embajador señaló que Costa Rica es un firme creyente del sistema universal. Agradeció el diálogo franco realizado en esta sesión y señaló que las recomendaciones del Comité serán absorbidas por la delegación y por el Estado. Destacó además que este tipo de ejercicio es una buena oportunidad para la autocrítica. 

Sostuvo además que el Estado esperará con interés las recomendaciones, que se analizarán con sumo cuidado. A partir de ellas, se establecerá una hoja de ruta para implementarlas en el corto plazo en la medida de los recursos. Por último, afirmó que el Estado seguirá apoyando el trabajo del Comité.

Silvia Quan-Chang
Agradecimientos y cierre de la sesión.

� Este resumen es provisto por el Secretariado de IDA y no constituye una transcripción oficial de los procedimientos ante el Comité. La revisión fue transmitida en vivo con audio en � HYPERLINK "http://www.treatybodywebcast.org/crpd-11-costa-rica-spanish-audio/" ��Español� y el � HYPERLINK "http://www.treatybodywebcast.org/crpd-11-costa-rica-international-signcosta-rican-national-sign-language-and-english-audio/" ��Inglés� así como también en Señas internacionales.
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